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En julio del año 2000, recién concluida la votación del congreso federal del PSOE que, por el exiguo margen de ocho votos, eligió secretario general a José Luis Rodríguez Zapatero, el aspirante derrotado, José Bono, subió las escaleras del Palacio de Congresos de Madrid para encontrarse con el líder saliente, Felipe González; el de la poderosa y decisiva federación catalana, Pasqual Maragall, y el de la andaluza, Manuel Chaves, que oficialmente había apoyado la candidatura perdedora. Tras rechazar la presidencia del partido, que finalmente acabó aceptando Chaves, Bono recibió de éste una indicación gestual para reunirse con él en privado. Pasaron a un despacho aparte y allí, Chaves le dio a Bono la explicación que éste, aunque la temía, no le había pedido.


--Has perdido porque el de ahí fuera cambió de caballo en plena carrera. 


Lo que Chaves quería decir estaba bien claro. González, que inicialmente y teóricamente apoyaba a José Bono a través de la poderosa federación andaluza, había consumado la noche de la víspera de la votación una maniobra que era algo más que improvisada. Aunque para la historia quedó que Zapatero ganó el congreso gracias a los votos de Maragall y los guerristas, que abandonaron a última hora a su propia candidata Matilde Fernández, fue la gestión del ex presidente del Gobierno la que provocó un sutil corrimiento de algunos delegados andaluces que terminaron inclinando la votación contra su propio candidato. De algún modo, González intuía o creía intuir que Bono representaba una ruptura, un big-bang que podía convertirse en una cacería de sus partidarios, a los que de ninguna manera quería dejar en la estacada. Zorro y astuto, Felipe sabía que si apoyaba públicamente a Zapatero lo estaba condenando en un momento en que el partido deseaba un golpe de timón tras la segunda derrota electoral consecutiva. Había colocado cerca del flamante vencedor a Trinidad Jiménez, y se había garantizado, a través de Maragall, la posibilidad de un giro de última hora que dejase a Bono con la miel en los labios y sin cumplir su sueño de cruzar el Tajo.


Poco podía sospechar, sin embargo, el viejo y pragmático león socialista que dos trienios después él mismo no había de recatarse en lanzar duras críticas privadas, pero bastante audibles, sobre la deriva política emprendida por su sucesor. La frase “éste se cree que ha inventado la política” ha sido acaso la menos dura de las que se le han escuchado al respecto, siempre combinadas con un medido, y poco generoso, apoyo público a quien y al fin y al cabo representa los intereses de un partido al que González jamás traicionará, entre otras cosas porque cree representarlo con más fidelidad que nadie. Curiosamente, críticas del mismo tenor o similar son fácilmente reconocibles, y éstas de forma pública, en el sector guerrista que sí apoyó abiertamente la elección de Zapatero, y que a través de la revista “Temas” fustiga con implacable rigor dogmático la agenda de reformas territoriales del zapaterismo.


Ambos, felipistas y guerristas, coinciden en la actualidad en un diagnóstico común, que vendría a resumirse en que el Gobierno de Rodríguez Zapatero ha roto peligrosamente los consensos de la transición y emprendido una vía de reformas que, además de bordear o sobrepasar la raya de la Constitución, debilitan al Estado frente a los nacionalismos, quiebran el espíritu de igualdad federal que caracterizaba el ideario tradicional del PSOE y revelan un pernicioso adanismo que trata de refundar la política española. A nadie se le escapa que esas críticas coinciden en buena parte con las del centroderecha, al que, sin embargo, en su acción política, no están dispuestos en la vieja guardia del PSOE a efectuar concesión alguna que pueda reforzarlo. De esta ambigüedad de actuación, hija de una fuerte cultura de partido, se desprende la cohesión parlamentaria con que los diputados de la vieja obediencia han respaldado los proyectos gubernamentales que más discutían e impugnaban de puertas adentro.


De algún modo, este espíritu de ruptura entre la desengañada vieja guardia del felipismo y la nueva estructura que Zapatero va poco a poco consolidando en el partido se nota, asimismo, en la actitud que el actual presidente y líder del PSOE y su guardia de corps más próxima observan hacia sus antecesores. Salvo Alfredo Pérez Rubalcaba, último hilo de unión entre ambas generaciones, y en menor medida la vicepresidenta De la Vega, el cuerpo de pretorianos del presidente no se recata en calificar al felipismo con el significativo sintagma de “la gente antigua”, hacia la que expresa tanto respeto histórico como voluntad de sobrepasar en sus postulados políticos. Para los ideólogos de Zapatero, que los tiene, pese a la sospecha que los políticos de derecha extienden sobre su falta de guión programático, la tarea esencial que debe abordar el socialismo en el poder consiste en la culminación de la ruptura pendiente desde la Transición, aparcada por el pragmatismo de una izquierda plenamente consciente entonces de las limitaciones que imponía la evolución de un sistema dictatorial a una democracia de libertades.


Lo que una significativa parte de los ciudadanos,  incluidos muchos representantes de la izquierda de la Transición, entendemos como una ruptura de los consensos básicos que permitieron construir el edificio democrático y desarrollarlo luego bajo el impulso reformista del Gobierno González, es para el zapaterismo la sustitución de las premisas clásicas por un concepto extraído del “republicanismo cívico” y otras lecturas modernas de la socialdemocracia progresista: el consenso ciudadano. La propuesta de los gurús zapateristas consiste en establecer un hilo directo entre el poder y la ciudadanía a través de la opinión pública, orillando si es necesario un acuerdo con las fuerzas políticas de signo opuesto que ellos consideran, literalmente, un veto a su impulso de renovación. Para ello no han dudado en aliarse con fuerzas claramente rupturistas, que incluso cuestionan el hecho nacional, rompiendo los pactos esenciales que han vertebrado el estado democrático desde 1978: modelo de Estado, política exterior, instituciones públicas, memoria colectiva y política antiterrorista.


Conviene recapitular en el tiempo para certificar, con rigor histórico, que algunos de estos consensos fueron ya sometidos a fuerte tensión durante los gobiernos de Felipe González y José María Aznar. Muy significadamente, el felipismo atacó con vehemencia la independencia del poder judicial, angustiado por la necesidad de obtener respaldo para algunas de sus políticas límite y, sobre todo, para detener la amenaza que la corrupción y el terrorismo de Estado representaban para su continuidad en el poder. También Aznar forzó dolorosamente el acuerdo en política exterior al pasar por encima del estado general de la opinión pública en el conflicto de Irak. Pero, mal que bien, se sostenían los consensos más básicos, aplicados con rigurosa firmeza en lo que se refiere al modelo territorial para cerrar el paso al nacionalismo y a su correlato más radical de violencia política, es decir, el terrorismo etarra. Ha sido en esta legislatura cuando esos acuerdos han saltado en pedazos, en el marco de una bipolarización de la sociedad española que no se dio en los momentos más críticos de la larga hégira felipista.


Los últimos casi cuatro años de la escena pública española se han caracterizado por el mutuo reproche sobre la responsabilidad de esa ruptura, en la que es posible que los dos grandes partidos nacionales hayan tenido su cuota correspondiente. Pero parece incontestable que es al Gobierno a quien, por corresponderle la iniciativa, es menester pedir las mayores explicaciones. Sobre todo cuando se trata de un Gobierno nacido de la mayor convulsión de nuestra historia reciente desde la intentona golpista del 23-F --me refiero obviamente al atentado masivo del 11 de marzo--, que abrió, por las características virulentas del shock colectivo causado, una herida social que dista mucho de haber cicatrizado siquiera superficialmente.


Antes al contrario, el principal reproche que cabe hacer a este Gobierno es el de no haber aplicado bálsamo a esas heridas supurantes, lo que requería una cuidadosa recomposición del clima deteriorado en la última parte del mandato de Aznar. En vez de ofrecer consenso a una oposición sorprendida por su inesperada derrota, y dolorida por las características traumáticas de la misma, Zapatero se apoyó en los grupos menos comprometidos con el sistema para promover una inesperada deriva rupturista que ha puesto en solfa los conceptos básicos sobre los que se cimentaba el régimen de alternancia bipartidista.


Al emprender, sin el apoyo del PP, una negociación con los terroristas que ni siquiera estaba en el programa electoral, el presidente consumó una ruptura que parecía interesarle para cambiar el eje sobre el que venía pivotando el poder desde la etapa post-constitucional, desplazándolo hacia una peligrosa alianza con los nacionalistas radicales y una izquierda tardocomunista en la que jamás había confiado González, pese a las características de mayor solvencia institucional que mostraba IU bajo la dirección de Carrillo, primero, y de Anguita después. La reforma de los estatutos y del modelo territorial, considerada por algunos analistas como el intento de construir una pista de aterrizaje en la política convencional para el brazo político de ETA,  ha sido el paso más arriesgado de esa agenda, y el que ha ocasionado al Partido Socialista un mayor coste político. Pero, por mucho desgaste que ese improvisado programa haya proporcionado a los intereses de Zapatero y su equipo, bastante más grave ha sido el resultado de desequilibrio territorial que implica sobre el delicado puzzle del Estado de las autonomías.


Ésta es la verdadera y esencial ruptura del zapaterismo, puesto que no quiebra sólo el consenso clásico con el centro derecha, sino que revisa el eje político de la etapa felipista. González nunca cuestionó la estabilidad del modelo autonómico, incluso en los momentos en que más peligraban sus apoyos políticos bajo la tormenta que golpeaba el frágil techo de sus últimos años. En el fondo de sus convicciones, González era más jacobino que federalista y siempre mantuvo una profunda desconfianza no ya hacia el insaciable horizonte del nacionalismo, sino incluso hacia el propio desarrollo del sistema autonómico, como prueban los conflictos sufridos por el socialismo andaluz en sus intentos de avanzar por la vía del autogobierno. La firmeza del entonces presidente, ejecutada por la mano férrea de un Alfonso Guerra que nunca se ha recatado de proclamar un jacobinismo casi robespierrino, llegó incluso a derribar a dos presidentes de la Junta para poner freno a lo que se consideraba un inaceptable demarraje de reivindicaciones que sólo habían de traer mayores exigencias competenciales al Estado. Paradójicamente, el siempre patente sentido pragmático de González le llevó a establecer alianzas horizontales de poder con el nacionalismo vasco, y en menor medida con el catalán, destinadas en su criterio a comprometer al PNV con el sistema autonómico plasmado en el Estatuto de Guernica.

Desde la frustrada LOAPA con la que trató de reconducir el diseño territorial forjado por Suárez y forzado por la rebelión cívica andaluza de principios de los 80, hasta el pacto autonómico que acabó desarrollando Aznar, los gobiernos de González garantizaron con más o menos parches la supervivencia de un modelo largamente cuestionado por el nacionalismo, que sin embargo nunca logró arrancar más que concesiones presupuestarias a un Estado blindado por el acuerdo entre el socialismo y la derecha, únicas fuerzas capaces de alcanzar la posibilidad de gobernar España. Si algo caracterizó a Felipe, como vengo exponiendo a lo largo de esta charla, fue su potente olfato de pragmatismo, en aras del cual no le importó soltar lastres ideológicos y dogmáticos en el seno de su partido, o incluso dar piruetas políticas como la de la OTAN, con tal de garantizar una estabilidad institucional solvente.


Me detendré un momento en el legado felipista, que conviene recordar al cumplirse 25 años de su primera y arrolladora victoria en octubre de 1982. El tiempo permite serenar los juicios, y en ese sentido disponemos ya de suficiente perspectiva para juzgar sin los prejuicios sobrevenidos en la convulsa etapa final del gonzalismo. Ningún periodo histórico puede analizarse sin atender a sus luces y sus sombras, y en ese sentido el largo felipato ofrece un amplio caleidoscopio de colores con el que alejarse de la pintura a brochazos tan habitual en la simplista concepción de la política que se ha instalado en los últimos tiempos en la sociedad española.


Aunque la comparación con el temerario adanismo de Rodríguez Zapatero ha vuelto a desmesurar en algunos sectores, incluido el del centro-derecha, la proyección de la figura de González hasta casi una cierta nostalgia ensoñada, es imposible disociar los logros ciertos que obtuvo su impulso reformista y su objetiva estabilización del Estado de su nefasto empeño en agarrarse al poder más allá de la lógica, y del envilecimiento que esa prolongación artificial del mandato supuso para la vida pública española. Los trece años largos de su mandato se dividen en dos claras etapas; una en la que predominan los éxitos en materia de consolidación institucional, integración  europea y modernización estructural, que en buena medida sentó algunas bases del posterior desarrollo español en el cambio de siglo; y otra dominada por la degradación política y marcada de forma indeleble por el avance devastador de la corrupción en los centros neurálgicos del sistema y el encubrimiento del terrorismo del Estado. Uniendo ambas, como mecanismo de cohesión interna y elemento de argamasa electoral, se desarrolló un sistema clientelista que favorecía la dependencia del sector público a cambio de un cierto confort social y asistencial vinculado a la perpetuación del voto. Sólo contemplando de forma conjunta el desarrollo de ambas etapas puede obtenerse un juicio razonablemente objetivo de lo que significó el largo mandato de un dirigente al que algunos analistas han descrito como el fundador de una suerte de régimen clientelar de índole priísta o institucionalista, incapaz en gran medida de sobrevivirse a sí mismo.


Mientras le duró la frescura, apoyada en su instinto demiúrgico y su indiscutible carisma político y personal, González imprimió a la nación un soplo de esperanzador dinamismo. Los éxitos de la modernización social y la vertebración estructural que acometió su impulso reformista están fuera de duda, aunque viniesen matizados por un importante déficit y notables turbulencias de la política económica, sólo subsanadas parcial y tardíamente con el último guión estabilizador esbozado por Pedro Solbes al final del último y convulso mandato. Tampoco puede objetarse razonablemente el instinto pragmático con que González estabilizó el Estado, si bien el defecto estructural que dejó inoculado en la política española fue el de subsanar con apaños coyunturales y maniobras de improvisado apuntalamiento las deficiencias que su propia forma cesárea de gobernar causaba en el mecanismo institucional del país. Pero interesa analizar hasta qué punto su etapa sembró bases que, por activa o por pasiva, han propiciado el actual estado de descomposición en que vive nuestra escena pública.


El felipismo murió víctima de su propia perpetuación a través del clientelismo y el carisma de su fundador. El gran error de González fue su incapacidad para alcanzar a designar un sucesor para su herencia, que sobreviviese a la inevitable derrota. Su creencia de imprescindibilidad agotó al partido, y el empeño en tutelar a sus sustitutos desembocó en un big-bang que elevó a Zapatero sin suficiente contraste, sólo por lo que representaba de novedad y salto respecto a un pasado del que, en el año 2000, pesaban más los fracasos que los éxitos. Al mismo tiempo, la dependencia felipista de la nomenclatura del partido obligó a Zapatero a buscar su propia guardia pretoriana en una generación doctrinaria (el calificativo es de Anthony Giddens, el gurú de la tercera vía blairiana) que carecía de experiencia y estaba virgen del realismo y la praxis que necesita el ejercicio del poder. Todo el aventurerismo que ha venido después tiene su origen en la necesidad de un salto al vacío que se originó en el seno de la izquierda socialdemócrata tras el naufragio de la débil herencia gonzalista representada por Joaquín Almunia, después que el propio líder triturase al prometedor heredero, José Borrell, que habían deparado unas primarias de las que el PSOE ha quedado, por cierto, lamentablemente arrepentido pese a constituir uno de sus escasos experimentos de sincera regeneración democrática. 


De algún modo, el zapaterismo lleva en sus genes internos la necesidad de romper con el pasado inmediato. Con el de Aznar pero también en gran parte con el de Felipe, lo que viene a significar con todo el legado moderno de la política española. Y lo ha hecho, o lo ha intentado, sin la necesaria solvencia y en absoluta ausencia de madurez, imposible de obtener en el segundo plano en que sus miembros se movían durante el desempeño activo de la vieja guardia felipista. Catapultado por sorpresa al poder y sin un equipaje programático decantado en la experiencia, Zapatero emprendió su andadura a través de una agenda improvisada y apoyado en los peores aliados posibles, grupos nacionalistas y radicales fronterizos con el discurso antisistema, siempre dispuestos a rentabilizar la necesidad rupturista que exhibe el presidente junto a una visible incomodidad por ciertas tareas inherentes a la responsabilidad de gobierno.


No resulta casual que el ámbito de responsabilidad en el que este gabinete puede exhibir una hoja de servicio más solvente, la política económica, esté dirigida por el último ministro de González en ese ramo, y uno de los pocos miembros del actual gabinete que disponían en 2004 de una experiencia de gestión sólida. La única área de acción política que ha tenido continuidad ha sido la que mejores y más indiscutibles resultados ha ofrecido. Es imposible separar la estabilidad y el dinamismo de la economía española del hecho de que en los últimos 15 años sólo ha sido regida por dos ministros, y que ambos hayan persistido en unas recetas comunes, matizadas por la procedencia ideológica, pero claramente dotadas de un mismo hilo conductor y de una idéntica inspiración pragmática y estabilizadora. Si hiciese falta una prueba de las virtualidades del consenso en el progreso de la sociedad española, no habría otra mejor que el hilo que une, de Solbes a Solbes, pasando por Rodrigo Rato, la dirección económica de la nación durante cuatro legislaturas. Y sólo cabe desear que, sea quien sea el vencedor de las elecciones y designe a quien designe al frente de la vicepresidencia de Economía, no se aparte de una línea que ha proporcionado al país sus años de mayor y más próspero desarrollo. Existen, por desgracia, indicios de que tanto el cansancio personal de Solbes como la influencia de ciertos aficionados a la ingeniería social que habitan en el entorno inmediato del presidente podrían derivar en una inflexión de las líneas maestras de la política económica en un hipotético nuevo mandato, que sin duda tendrá que hacer frente al horizonte recesivo que se perfila en todos los índices de análisis y prospectiva.


El ejemplo del equipo económico contrasta tanto más cuanto en el resto de la agenda política se han producido rupturas chirriantes, que han pulverizado el acuerdo nacional y han sembrado el escenario de una discordia probablemente provocada para acentuar la identidad de un izquierdismo refundado. Cuando ha habido pragmatismo, continuidad y consenso, el éxito ha llegado de suyo como una consecuencia natural; por el contrario, donde se ha impuesto la tentación aventurerista, el adanismo temerario y los juegos de aprendices de brujo, la inestabilidad se ha apoderado de la escena, la crispación se ha enseñoreado del ambiente y el Estado se ha vuelto más ingobernable, más débil, más confuso y más desequilibrado.


Un mero repaso de los frentes abiertos en esta legislatura, la mayoría de ellos de forma gratuita y en no pocos casos al margen del programa electoral que fue presentado a las elecciones de 2004, da una idea de hasta qué punto corren peligro las constantes vitales que han vertebrado a España desde 1982 hasta hace tres años y medio. En primer lugar, ha saltado en pedazos la unidad antiterrorista, quebrada de forma tumultuosa en las jornadas trágicas del 11 al 13 de marzo, y apuntilladas después por el malogrado Proceso de Paz, un ejemplo de cómo no hacer las cosas en una democracia estable, y del que por cierto el mismo Felipe González no se ha privado de enjuiciar con poco velado desprecio. El legítimo derecho de explorar caminos para cerrar la sangría de la violencia política ha acabado como el rosario de la aurora, destrozando la unidad constitucionalista, desamparando y humillando a las víctimas y, a la postre, dejando abierto el problema a expensas de un ataque terrorista que ponga en solfa la debilitada unión de los demócratas frente a la principal amenaza colectiva. Ese disenso esencial ha dinamitado el resto de los puentes, sembrado la desconfianza y pulverizado la cordura, amén de entronizado la mentira, la manipulación, y el sentido elástico de la legalidad vigente, entre un sinfín de reproches mutuos que han crispado sobremanera la escena política. Pero no ha sido, por desgracia, el único terreno enfangado por el empeño refundador de un Gobierno que parece navegar  con la brújula averiada.


Por otro lado, o acaso por el mismo si se atiende a la teoría de los vasos comunicantes, el modelo constitucional vigente ha quedado sobrepasado por un programa de reformas estatutarias encubiertas, de índole confederal, cuya resolución improvisada ha dejado pendiente la clave de bóveda del edificio autonómico, en manos de un Tribunal Constitucional que ha sufrido las consecuencias colaterales del enfrentamiento fratricida de los dos grandes partidos, con el consiguiente perjuicio para un pilar básico del Estado moderno como es el poder judicial. No contento con ello, el Gobierno ha asaltado también el consenso social con la Iglesia y los ciudadanos católicos, hostigando abiertamente a este importante sector del electorado con políticas sociales y educativas efectuadas sin acuerdo. Por último, el gran pacto de perdón y olvido de la Transición se ha puesto en solfa a través de un proyecto de resurrección de la memoria trágica de la guerra y la dictadura, que aunque finalmente reconducido en sus términos legales, ha reabierto las antiguas heridas civiles cerradas por la generosidad del acuerdo constitucional.


Si no bastara esta gratuita apertura de frentes incontrolados, que el Gobierno ha dejado además pendientes de resolución para sí mismo o para su relevo, la falta de experiencia ha lastrado el ejercicio de la gestión administrativa hasta reducir a términos escleróticos la tarea normal de desarrollo propia de la gobernanza nacional. Cualquier comparación con el dinamismo inicial de reformas estructurales y administrativas de los primeros seis años de los gobiernos gonzalistas ofrece un balance desolador para el actual gabinete, y no digamos si la comparación se traslada al empuje reformista que Aznar imprimió a su primer mandato para cumplir con los requisitos de la integración monetaria. El fracaso de las obras públicas, de las reformas medioambientales, de la planificación educativa, de la política de vivienda y urbanismo, o de la organización efectiva de la Defensa ha reducido el papel del gobierno a la elaboración de polémicas leyes sociales que penetran, casi siempre con carácter restrictivo, en el dudoso ámbito de la libertad individual. En política exterior, tanto González como Aznar se esforzaron, cada uno a su manera, por situar a España con un peso específico propio en el escenario atlántico y en la construcción europea, y no cabe duda de que tanto uno como otro consiguieron avances significativos al respecto. El inesperado giro retroprogre de Zapatero, cargado de prejuicios ideológicos,  lleno de guiños a los nuevos caciques populistas iberoamericanos y movido por el retórico buenismo apaciguador de la Alianza de Civilizaciones, ha supuesto un considerable paso atrás que sólo el Rey ha amortiguado, en el plano simbólico y en no pocas ocasiones en el terreno práctico, con un esfuerzo patente de su prestigio personal e institucional. Aunque sea objetivamente cierto que los consensos en materia de relaciones internacionales comenzaron a fracturarse durante el aznarismo con ocasión de la crisis de Irak, el bandazo de este mandato ha supuesto un serio perjuicio para nuestra posición geoestratégica, que costará recomponer incluso desde un necesario acercamiento futuro.

Pero todo esto resultaría casi anecdótico si no se hubiesen roto los puentes entre los dos grandes segmentos de la sociedad española, los que al margen de la vehemencia nacionalista y su siempre peligroso impulso centrífugo se identifican con un proyecto común de Estado de ciudadanos iguales. Por ello, la reconstrucción del acuerdo transversal entre la socialdemocracia reformista y el liberalismo moderado se perfila como una necesidad histórica de la próxima legislatura, para reconducir el proyecto colectivo y evitar la descomposición definitiva del legado de la Transición. Se trata de una exigencia inaplazable, que deberá abordarse tanto si se produce una alternancia en el poder como si se diera una renovación de mandato; es de esperar que, en ambos casos, la previsible recomposición del liderazgo del partido perdedor desencadene las dinámicas favorables para un entendimiento constructivo.


De alguna manera cabría decir que, en su afán refundacionista, el zapaterismo no sólo ha triturado la continuidad de las políticas de Estado entre los gobiernos de izquierda o de derecha que han vertebrado la vida española, sino que ha decidido revocar el aspecto más positivo de la herencia de Felipe González, que era esa intuición pragmática y positivista para asegurar y afirmar los intereses generales de la nación frente a las veleidades nacionalistas y los avatares ideológicos del gobierno de turno. En cierto modo, el actual presidente y su equipo tratan al felipismo con una cierta condescendencia moral, proclamando su respeto histórico pero firmemente decididos a consumar un proyecto rupturista que “la gente antigua” o “los mayores” no pudo llevar adelante debido a las consabidas limitaciones de oportunidad histórica impuestas por la Transición, de la que algún gurú de la nueva izquierda ha llegado a decir literalmente que estuvo tutelada por los fusiles. Hipótesis a la que, en todo caso, de ser cierta, puso fin el propio González al conjurar el fantasma del cuartelazo y consolidar las bases de un Ejército democrático.


Sería injusto omitir que Zapatero ha sido especialmente sensible frente a dos tentaciones propias de la etapa felipista: la corrupción y el cesarismo. Este Gobierno ha sido implacable con cualquier indicio de aprovechamiento ilícito, abuso o corruptela, consciente de que ésa fue la tumba de González, el punto débil que minó su crédito moral entre una ciudadanía que siempre se mostró proclive a sus ramalazos de liderazgo carismático. Es un hecho fehaciente la firmeza con que han sido zanjados los episodios bajo sospecha, y el mensaje tajante de inflexibilidad que el presidente ha enviado a la sociedad en este sentido. No quiero con ello decir que la política española esté exenta de envilecimiento económico, pero resulta evidente que la mayoría de los casos de cohecho, soborno, enriquecimiento ilícito o tráfico de informaciones privilegiadas se producen en la actualidad en el caótico mapa administrativo de las autonomías, principales distribuidoras de recursos públicos, y en el permisivo y viscoso ámbito del urbanismo municipal y, por decirlo con palabras clásicas, espeso en el sentido más tristemente literal del término.


Del mismo modo, Rodríguez Zapatero se ha ocupado también, al menos en el plano formal, de cuidar los mecanismos de representación democrática, muy en especial el Parlamento, al que Felipe acabó siendo especialmente refractario. Aunque las claves de la política gubernamental se basen en la línea directa con la opinión pública, auscultada casi obsesivamente a través de encuestas sectoriales, el presidente no ha descuidado en absoluto el respeto a las formas de legitimidad democrática y ha hecho del Parlamento el ágora en que, al menos de manera escenográfica, ha explicitado sus políticas y las ha sometido a debate. Bien es cierto que Zapatero no ha dispuesto de la mayoría que le hubiese permitido saltarse este compromiso de vitalidad parlamentaria, pero a fuer de ser sinceros cabe pensar que esta faceta del juego político forma parte de su equipaje moral y constituye una convicción decisiva de su tan proclamado talante, con el que intenta establecer una cierta distancia moral respecto a la cesárea soberbia felipista.


Quizá por ello, a punto de cumplirse su primer mandato, sea llegada la hora de requerir de su autovalorada honestidad política un pronunciamiento terminante sobre su propio horizonte de poder. Del mismo modo que, aunque no con demasiada contundencia, se ha mostrado dispuesto a renovar su compromiso de no gobernar si no saca un voto más que su adversario, el presidente debería comunicar a los ciudadanos si tiene pensado establecer una limitación de su mandato en el caso de que obtenga de nuevo la victoria. Sería interesante conocer el alcance temporal de su proyecto, y contrastar si su voluntad de regeneración institucional comprende también una cortapisa temporal para sí mismo. Tiene por delante el precedente de José María Aznar, y la experiencia devastadora de un González abotargado en el poder como un patriarca en declive, cuyo principal error fue acaso esa determinación arrogante de considerarse imprescindible. Naturalmente, semejante compromiso implicaría un terremoto interno en el seno del Partido Socialista, que debería de inmediato predisponerse a un debate sucesorio sobre cuyo precedente en el PP existe una razonable valoración negativa. Pero la coherencia de Zapatero con su propio discurso exigiría esta aclaración sustancial.  Aunque son muchos los españoles que desconfían seriamente de los efectos de un segundo mandato, que sólo el supremo veredicto del sufragio universal puede determinar, el presidente está en condiciones de aclarar su propio horizonte y dibujar el boceto que contempla de su futuro político, espejándose en el taxativo autocontrol que Aznar supo imponerse. Respecto a las reticencias sobre la deriva de un nuevo mandato, muy extendidas en numerosos sectores sociales, conviene considerar brevemente dos premisas. Una, que la fuerte ideologización de la sociedad española permite aventurar una reñidísima disputa en la que no sólo no está claro el resultado, sino mucho menos las consecuencias del mismo para el perdedor del duelo. Y dos que, como dejó escrito el maestro Ortega y Gasset, y recordaba hace poco en la Tercera de ABC José Antonio Zarzalejos, cuando un pueblo sufre políticas nocivas durante un prolongado periodo de tiempo no se puede decir tanto que las sufre como que las desea. 

